
“¿Cuál es la real participación
del señor Álvaro Jalaff Sanz? A
fines del 2021 y comienzo del
2022, Antonio Jalaff, su herma-
no, transparenta a su familia y
cercanos que tenía deudas ven-
cidas que no estaba en condicio-
nes de enfrentar (…). Como todo
hermano bien nacido, apoya a su
hermano buscándole él asesores,
no lo que se ha instalado acá, que
él es asesor”, fue parte del relato
de la defensa de uno de los fun-
dadores del Grupo Patio, Álvaro
Jalaff, en la sexta jornada de la
maratónica audiencia de forma-
lización del caso Factop. 

Así, el abogado Hugo Rivera
continuó asegurando que “no
puede él estar dirigiendo toda
esta planificación ni sabiendo la
estructura jurídica que se le debe
dar, él va y dice nada más ‘quiero
asistencia jurídica, financiera y
económica para mi hermano’. Se
da la mejor solución por parte de
los asesores, que fue la reestruc-
turación de pasivos y financia-
miento a través del Fondo de Ca-
pital Estructurado”.

Esto, en referencia a la crea-
ción del llamado “fondo Jalaff”,
cuyo fin era reestructurar y sal-
dar deudas por alrededor de
$28 mil millones que Antonio
Jalaff mantenía con distintas
sociedades

“Pero aquí viene lo más im-
portante —agregó Rivera—(…),
Álvaro Jalaff no tenía y no ha te-
nido deberes fiduciarios hacia el
fondo, pues no lo administraba
ni era un agente de él, por lo que
no se le puede achacar perjuicio
alguno, ni tampoco tenía obliga-
ciones fiduciarias hacia los apor-
tantes (…), no puede ser respon-
sable del diseño, comercializa-
ción y la administración porque
no era agente del fondo”.

A los hermanos Jalaff la Fisca-
lía Metropolitana Oriente les
imputa los delitos de adminis-
tración desleal, lavado de acti-
vos, estafa y uso malicioso de
instrumento privado mercantil
falso, por lo que pidió su prisión
preventiva. 

En el caso de la defensa de An-
tonio Jalaff, esta expondrá hoy
ante el 4° Juzgado de Garantía
de Santiago. 

Referencia a grabación
del caso Audio

Luego el abogado Álvaro Mo-
rales se hizo cargo de la imputa-
ción de soborno contra el exso-
cio del Grupo Patio, recordando
para ello la grabación que dio
origen al caso Audio: una reu-
nión —ocurri-
da en junio de
2023, pero co-
nocida públi-
camente a fines
de ese año—
donde partici-
paron el pena-
lista Luis Her-
mosilla, la abo-
gada Leonarda
Villalobos y el
socio de STF
Capital, Daniel
Sauer. Los tres están hoy en pri-
sión preventiva. 

En el registro sus tres prota-
gonistas hablan sobre la necesi-
dad de crear una caja negra pa-
ra pagar sobornos al Servicio
de Impuestos Internos (SII) y la
Comisión para el Mercado Fi-
nanciero (CMF) y, en ese con-

texto, debaten sobre si se debe
o no incluir a los Jalaff en esa
operación ilícita.

“Tanto Daniel Sauer como
Luis Hermosilla tenían dudas
de si valía la pena o no conver-
sar con Álvaro Jalaff y darle a
conocer todo el problema por-
que tenían desconfianza res-

pecto de su re-
acción”, plan-
teó el abogado
y agregó que
“es ev idente
que (…) no tu-
vo participa-
ción”.

Igualmente,
aseguró com-
par t i r con la
f i s c a l í a q u e
“existen ante-
cedentes que

justificarían la existencia de un
delito de soborno”, pero pun-
tualizó en Villobos esa figura, y
no en su defendido, ya que ella
tenía información de 12 rut di-
ferentes desde antes de esa reu-
nión, por lo que el soborno,
aseguró, “ya estaba consuma-
do antes del día 22 de junio de

2023, toda vez que algunas
personas, entre quienes no es-
taba Álvaro Jalaff, ya habían
dado, ofrecido o consentido”
en pagar al funcionario del SII
Patricio Mejías, a quien se le
imputa el delito de cohecho.

Cuestionamientos a
fiscalización de la CMF

También presentaron sus ar-
gumentos contra las medidas
cautelares solicitadas por la fis-
calía —arresto domiciliario noc-
turno y arraigo nacional— las
defensas de los exejecutivos de
LarrainVial Manuel Bulnes y Fe-
lipe Porzio. 

Sobre el primero, su abogado
Jorge Boldt planteó que no se le
puede atribuir a su representado
ser el “ideólogo” del fondo por
haber creado un grupo de What-
sApp, que no se le puede acusar
de administración desleal si no
ocupa ningún cargo en Larrain-
Vial Activos AGF y cuestionó
que la fiscalía no haya precisado
el delito o infracción a la Ley de
Mercado de Valores. 

“A mi representado se le está

imputando un delito por el cual
no puede ser autor, que es el de-
lito de administración desleal, y
otro delito que está derogado en
la forma en que se ha planteado
por el Ministerio Público y, por
lo tanto (…), eso debería ser mo-
tivo para que las cautelares gra-
vosas que se están solicitando
sean rechazadas”. 

Mientras que respecto de Por-
zio, su abogado Rodrigo Zegers
planteó que él “jamás participó
en colocación de acciones de la
Serie B. Todas esas acciones fue-
ron colocadas por STF Capital
Corredores de Bolsa, donde nin-
gún ejecutivo de LarrainVial tie-
ne participación”. 

Y cuestionó la actuación de la
CMF respecto de la corredora de
bolsa de los hermanos Sauer. 

“¿Por qué se demoró tanto en
advertir al mercado? ¿Por qué
tardó más de dos meses en sus-
pender a STF? ¿Cómo podrían
don Felipe Porzio y los demás
ejecutivos de LarrainVial saber
lo que ocurría al interior de STF
si no siquiera la autoridad era ca-
paz de advertirlo?”, sostuvo el
abogado. 

En sexta jornada de audiencia del caso Factop:

Defensa de Álvaro Jalaff
plantea que exsocio de
Patio “no tenía (…) deberes
fiduciarios hacia el fondo”

Sus abogados también puntualizaron el delito de soborno en
la abogada Leonarda Villalobos y aseguraron que este “ya
estaba consumado”.
A. ZÚÑIGA

Luego de que este lunes expusiera la defensa de Álvaro Jalaff, hoy lo hará el abogado de su hermano, Antonio
Jalaff. 

‘‘Como todo
hermano bien nacido,
apoya a su hermano
buscándole él asesores,
no lo que se ha instalado
acá, que él es asesor.
................................................................

HUGO RIVERA
ABOGADO DE ÁLVARO JALAFF

Cada reo puede tener solo 10
visitas enroladas. Sin embargo,
un informe reservado de Con-
traloría reveló que el machi Ce-
lestino Córdova —condenado
por el homicidio del matrimonio
Luchsinger Mackay perpetrado
a principios de 2014— sumaría
poco más de mil 241 enrolados. 

Lo de Córdova no es una ex-
cepción, pero tendría una expli-
cación, dicen al interior de Gen-
darmería: las ceremonias que
realiza, que están reguladas por
el Convenio de la OIT. 

También menciona el órgano
contralor en su reporte a Héctor
Llaitul, sentenciado a 23 años de
prisión por delitos de la Ley de
Seguridad del Estado, quien pre-
sentaría una cifra superior de
medio millar de enrolados; y a
algunos condenados por causas
de Derechos Humanos, quienes
tendrían cerca de 300 enrolados,
según quienes han tenido acceso
a la auditoría. 

Estas situaciones representan
solo parte de las anomalías de-
tectadas por el ente fiscalizador
respecto del funcionamiento de
Gendarmería. Algunas, además,
pudieran ser constitutivas de de-
litos, consigna el portal Interfe-
rencia. Incautaciones sin cadena
de custodia, abogados que apa-
recen ingresando al mismo tiem-
po a cárceles con kilómetros de
distancia y otros de quienes se
desconoce si cuentan con título
profesional, son algunos de los
problemas detectados, enume-
ra. Se suman a la lista gendarmes
con familiares directos condena-
dos en los mismos recintos don-
de trabajan, entre otras situacio-
nes. 

n Ordenan instruir de “su-
marios que correspondan”

Se envió este informe a la ins-
titución penitenciaria, el Minis-
terio de Justicia y la fiscalía. 

Consultados por este medio,
desde Gendarmería comentaron
que “la institución penitenciaria
se encuentra trabajando en sub-
sanar las observaciones realiza-
das por el ente fiscalizador; no
obstante, algunas de ellas, ya
han sido regularizadas o están
en vías de reparación”.

Agregaron que “velan por la
mayor eficiencia de los recursos
asignados, tanto tecnológicos
como humanos, con el fin de ga-
rantizar la seguridad y el control
de todos los establecimientos
penitenciarios del país, y la cus-
todia de cerca de 60 mil perso-
nas privadas de libertad”.

Pero, desde el órgano contra-
lor se instruyó que Gendarme-
ría abra un sumario. Al respec-
to, desde la institución respon-
dieron que “la consulta a la que
se refiere es un informe reser-
vado de la Contraloría cuyo
contenido es reservado y no

nos podemos referir en detalle.
La Dirección Nacional de Gen-
darmería de Chile instruirá los
sumarios administrativos que
correspondan”.

n Analizan hechos con mi-
ras a causa penal

Contraloría no solo instruyó a
Gendarmería realizar un suma-
rio, sino que ante eventuales de-
litos puso a disposición del Mi-
nisterio Público los anteceden-
tes. Así, desde Fiscalía Nacional
señalan que ya están en conoci-
miento de este reporte, situación
por la cual su Unidad Antico-
rrupción se encuentra analizan-
do dichos antecedentes para in-
dagar posibles irregularidades.

Algunas de las anomalías des-
critas revelarían una preocupan-
te falta de vigilancia. Por ejem-
plo, en la ex-Penitenciaría no se
evidenció vigilancia de los fun-
cionarios de Gendarmería en los
lugares exteriores del recinto
durante las visitas. No obstante,
este recinto penal es el único que
no contó con observaciones en el
caso de las visitas de los aboga-
dos de los internos. 

Mientras que en otros pena-
les, durante las entrevistas de los
abogados con sus representa-
dos, no existen ni cámaras ni
funcionarios de Gendarmería
que vigilen los encuentros para
evitar el intercambio de objetos
o sustancias prohibidas. El único

método de fiscalización es una
revisión selectiva una vez que
termine la reunión. Además, en-
tre enero de 2023 y marzo de
2024, la Contraloría detectó a
4.814 asesores jurídicos con ac-
ceso a 80 recintos penales, de los
cuales 479 no contaban con re-
gistro de acreditación de sus tí-
tulos profesionales en la página
del Poder Judicial.

n Demoras en sumarios y
pérdida de piezas de estos

Asimismo, la Contraloría
identificó la demora de hasta
seis años en el trámite de suma-
rios. La lentitud de las investiga-
ciones habría significado en al-
gunos casos la prescripción de la
investigación y, por ende, que
los posibles responsables de ac-
tos irregulares o ilícitos no reci-
bieran sanciones. La auditoría
también detectó el extravío de
partes de los expedientes de los
sumarios relacionados con pér-
dida de armas y drogas y otros
ilícitos.

Las irregularidades en este

ámbito son variadas. Hace solo
unos días radio Biobío también
había advertido que existen casi
3.900 sumarios abiertos en la
institución, lo que equivale al
20% de la dotación de Gendar-
mería. 

Sobre esto, el ex director na-
cional de Gendarmería Chris-
tián Alveal dijo a este medio que
en 2018 existían cerca de 5.000
sumarios pendientes. En aquella
ocasión, el Ministerio de Justicia
fijó el plan “Cierre de sumarios”;
sin embargo, por motivos de
pandemia se suspendió.

n Gremios piden mejoras a
control

Ante las irregularidades en las
investigaciones, la Asociación
Nacional de Oficiales Peniten-
ciarios (ANOP) comentó a tra-
vés de su presidente, Mario Be-
nítez, que “existe una conducta
negligente inexcusable por par-
te de las autoridades institucio-
nales, la responsabilidad tam-
bién se extiende a las autorida-
des ministeriales teniendo en
consideración que hay varios
procesos disciplinarios que fi-
nalmente terminan prescribien-
do en esa dependencia, los cua-
les debían aplicar medidas ex-
pulsivas”.

En ese contexto, recordó el ca-
so de “un funcionario que facili-

tó la fuga de un grupo de inter-
nos en la Cárcel de Valparaíso,
de quien se acreditó su partici-
pación, en consecuencia se dis-
puso su destitución y finalmente
la autoridad acogió su renuncia
voluntaria, lo que permitió que
uno de los protagonistas come-
tiera el homicidio de una funcio-
naria de Carabineros de Chile
(suboficial mayor Rita Olivares)
y otros hechos en donde se
anuncian medidas estrictas ante
la prensa y pasado un tiempo se
dilatan los procesos sin sanción
alguna”.

De este modo, el presidente de
ANOP dice que “se requiere que
se establezca una normativa que
sancione con oportunidad las
conductas contrarias a las espe-
ciales funciones de Gendarme-
ría, ya que el estatuto adminis-
trativo no está pensado para las
particularidades que se encuen-
tran en quienes trabajan en
nuestro sistema penitenciario”.

Una de las interrogantes plan-
teadas tiene que ver con la trans-
parencia de los futuros sumarios
que realice Gendarmería. Bení-
tez plantea que “se podría mejo-
rar o solucionar en gran parte
con la creación de fiscalías admi-
nistrativas que sean controladas
directamente por un organismo
externo como la propia Contra-
loría General de la República”.

Incautaciones sin cadena de custodia e ingreso de abogados que no lo serían a penales, entre otras:

Ministerio Público indagará eventuales
irregularidades en sistemas de control de
Gendarmería tras informe de Contraloría

EDUARDO CANDIA

Los antecedentes están siendo analizados por la Unidad Anticorrupción de la fiscalía. “La Dirección
Nacional instruirá los sumarios que correspondan”, dicen desde la institución penitenciaria.

El reporte del órgano contralor sobre el funcionamiento de distintas cárceles fue enviado al Ministerio
Público, pero también al Ministerio de Justicia, del que depende la institución penitenciaria. 
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‘‘Existe una conducta negligente inexcusable por
parte de las autoridades institucionales, la
responsabilidad también se extiende a las
autoridades ministeriales”.
........................................................................................................................................

MARIO BENÍTEZ
PRESIDENTE ANOP
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n Registro Civil contrató por $7 mil
millones servicios que no usó 
Como en el caso de Gendarmería, el órgano contralor también reali-

zó una auditoría a algunos aspectos del funcionamiento del Servicio de
Registro Civil e Identificación (SREI). 

Según el informe, dado a conocer ayer por Emol, el servicio, entre
2020 y 2023, pagó más de $7 mil millones en proyectos de software
que nunca se ejecutaron. El gasto fue para la mantención y soporte
evolutivo de software para la implementación, entre otros, de proyec-
tos como la ley de matrimonio igualitario; la solicitud de copia de
partidas de nacimiento por internet; y la implementación del nuevo
motor de agendamiento en línea de trámites de renovación de docu-
mentos de identidad, matrimonio y acuerdos de unión civil, los que
finalmente no se habrían convertido en productos funcionales para
dicha repartición, consignaría el documento. 

El organismo remitió el informe a fiscalía y al Consejo de Defensa del
Estado por posibles delitos.
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